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RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO

JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

Medellín, trece (13) de Abril de dos mil quince (2015)
REF.

Radicado

: 05-001-33-33-007-2013 – 01255-00

Medio de Control
: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO


Demandante

: BEATRIZ HELENA SUÁREZ ESCOBAR


Demandado

: MUNICIPIO DE MEDELLÍN
Interlocutorio

: 243
Asunto 

: Resuelve Aclaración de Sentencia
Mediante sentencia proferida el 5 de marzo de 2015
 en el proceso de la referencia, se resolvió acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda y en consecuencia, se ordenó lo siguiente:
“PRIMERO: Declarar la NULIDAD del  Oficio Nº 201300261531 de Junio 20 de 2013, expedido por el MUNICIPIO DE MEDELLIN y mediante el cual se negó el reconocimiento y pago de la prima de servicios a la demandante.

CUARTO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, ORDENAR al MUNICIPIO DE MEDELLIN, reconocer y pagar en favor de la señora BEATRIZ HELENA SUAREZ ESCOBAR identificado con C.C. 43.505.850, una prima de servicios, de conformidad con lo previsto en el parágrafo segundo del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y demás normas concordantes, a partir del 20 de Febrero de 2010 y hasta el 31 de Diciembre de 2013, de conformidad con lo expuesto en las consideraciones de esta sentencia, y siempre que cumpla los requisitos de ley para tal fin. 

QUINTO: ORDENAR al MUNICIPIO DE MEDELLIN, reajustar en favor de la accionante, todas aquellas prestaciones y otros conceptos que puedan verse afectados con el reconocimiento de la prima de servicios aquí ordenada.
SEXTO: Declarar PROBADA la excepción de PRESCRIPCIÓN propuesta por la demandada, razón por la que se declaran prescritas las sumas causadas por concepto de prima de servicios al igual que el reajuste contenido en el numeral anterior, con anterioridad al 20 de Febrero de 2010 de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.
SÉPTIMO: Del monto a reconocer, la entidad demandada deberá efectuar las deducciones a que legalmente haya lugar, ello en aras del equilibrio financiero del sistema.

OCTAVO: La suma a reconocer deberá ser actualizada, dando aplicación a la siguiente fórmula:
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En donde el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que son las sumas de dinero dejadas de percibir por el demandante desde el 20 de Febrero de 2010, por el valor que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor, certificado por el DANE para la fecha de ejecutoria de la sentencia, por el índice inicial, certificado por la misma entidad para la fecha en que debió hacerse el pago. Es claro que por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente, para cada pago de la prima de servicios, teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada una de ellas.

NOVENO: ORDENAR dar cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 y 195 del CPACA.

DÉCIMO: CONDENAR en costas en el presente asunto al MUNICIPIO DE MEDELLIN en aplicación de los artículos 188 del CPACA, 365 del Código General del Proceso y los Acuerdos 1887 y 2222 de 2003, emanados de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, las cuales serán liquidadas a través de la secretaría.

Así mismo, como agencias en derecho, se fija la suma de ciento once mil ochocientos nueve pesos($111.809), equivalentes al 5% de la estimación razonada de la cuantía realizada por la parte actora, en favor de la cual se cancelarán las mismas. Al respecto, se tendrá en cuenta que el cálculo matemático realizado por la parte accionante es erróneo puesto que el valor de quince días de salario por año, teniendo como base la suma indicada por el actor, multiplicado por los últimos tres años de reclamación arroja un valor diferente al señalado en la demanda, razón por la que es el cálculo debidamente efectuado el que se tiene en cuenta para determinar la condena en costas.

Lo anterior, en aplicación del numeral quinto del artículo 365 del Código General del Proceso aplicable por remisión expresa del CPACA, que dispone que en caso de prosperar parcialmente la demanda, el juez podrá abstenerse de proferir condena en costas o condenar de manera parcial. Es así como a pesar que la demandante solicitó el reconocimiento y pago de la totalidad de las sumas adeudadas por concepto de prima de servicios desde el momento de su vinculación (en Enero de 2006), sobre dichas sumas el Despacho declaró la prescripción; razón por la que si bien este Despacho ha venido considerando que la suma a reconocer como agencias en derecho corresponde al 10% de lo pretendido, para el caso concreto dicha suma se limitará al 5% de dicho valor.

DÉCIMO PRIMERO: La presente providencia será notificada de conformidad con lo previsto en el artículo 203 del CPACA en concordancia con el artículo 295 del Código General del Proceso.
DÉCIMO SEGUNDO: ARCHIVAR el expediente una vez en firme la presente decisión.”
Dicha decisión fue notificada a las partes vía correo electrónico el día 9 de marzo de 2015 (Fls. 108 a 115); sin embargo, mediante escrito presentado por el apoderado de la parte demandante el día 12 de marzo siguiente (Fls. 117-118), esto es dentro del término de ejecutoria del fallo, solicita la aclaración de la sentencia que puso fin al proceso en los siguientes términos:

Indica que uno de los párrafos de la parte motiva de la providencia señala que:
“No obstante lo anterior, habrá de tenerse en cuenta que dicho reconocimiento solo será procedente hasta el 31 de Diciembre de 2013, fecha a partir de la cual en virtud del Decreto 1545 de 2013, “por el cual se establece la prima de servicios para el personal docente y directivo docente oficial de las instituciones educativas de preescolar, básica y media”; se  dispuso el reconocimiento de dicha prima de servicios en favor de los docentes. Ello en razón a que con la entrada en vigencia de dicha norma, el fundamento jurídico de la prestación que se reclama varía, razón por la que el pago de la prestación en mención a partir de la fecha indicada deberá sujetarse a lo previsto en la regulación especial para su concesión, sin que sea dable que mediante una orden judicial se invada la órbita regulatoria del gobierno en la materia.”

Y adicionalmente señala que el numeral cuarto de la parte resolutiva dispone que:
“CUARTO: Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del derecho, ORDENAR al MUNICIPIO DE MEDELLIN, reconocer y pagar en favor de la señora BEATRIZ HELENA SUAREZ ESCOBAR identificado con C.C. 43.505.850, una prima de servicios, de conformidad con lo previsto en el parágrafo segundo del artículo 15 de la Ley 91 de 1989 y demás normas concordantes, a partir del 20 de Febrero de 2010 y hasta el 31 de Diciembre de 2013, de conformidad con lo expuesto en las consideraciones de esta sentencia, y siempre que cumpla los requisitos de ley para tal fin.”

Por lo anterior, formula las siguientes preguntas al Despacho:

   “ 1.  ¿Existe diferencia entre la prima de servicios regulada en la ley 91 de 1989 y la  prevista en el decreto 1545 de 2013?
2.  Si el despacho no puede “invadir la órbita regulatoria del gobierno en la materia”, ¿significa que al dictar sentencia con base en la ley 91 de 1989 sí la invadió?

3. ¿Qué consecuencia práctica tiene fallar en el sentido de reconocer la prima de servicios para docentes sólo hasta el año 2013? ¿Solamente se puede pedir la ejecución de la sentencia respecto de las prestaciones jurídico-económico-laborales causadas hasta el año 2013? Es necesario aclarar este punto para saber cómo plantear la ejecución de la sentencia.

4. ¿El Decreto 1545 derogó la normatividad anterior que creaba la prima de servicios para docentes, normatividad en la que se basó el fallo?

5. Al dictar sentencia favorable al (la) demandante, ¿se está modificando la regulación de la prima de servicios prevista en el Decreto 1545?

6. ¿Puede el Decreto 1545, atendiendo las normas constitucionales desmejorar la prima de servicios de los docentes, y en caso afirmativo, están los jueces sometidos a esta normatividad? Formulo esta inquietud porque el decreto 1545 prevé que la prima de servicios para el año 2014 equivalga a 7 días mientras que en la normatividad anterior esa prestación económica equivalía a quince días.” 

La aclaración es un instrumento procesal conferido a las partes y al Juez con el fin de solucionar las posibles incongruencias que se hayan presentado en el texto de las providencias judiciales, lo cual se concreta en la potestad de dar claridad sobre ciertos aspectos contenidos en la parte motiva de las sentencias y que se ven reflejadas en la parte resolutiva de las mismas.
Al respecto, el artículo 285 del Código General del Proceso regula lo relativo a la aclaración de las providencias así:

“Artículo 285. Aclaración.
La sentencia no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció. Sin embargo, podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de parte, cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella.

En las mismas circunstancias procederá la aclaración de auto. La aclaración procederá de oficio o a petición de parte formulada dentro del término de ejecutoria de la providencia.

La providencia que resuelva sobre la aclaración no admite recursos, pero dentro de su ejecutoria podrán interponerse los que procedan contra la providencia objeto de aclaración.” (Resaltos y subrayas fuera del texto)
De acuerdo con la norma citada, el juez que profiere la sentencia no se encuentra facultado para revocarla o reformarla; sin embargo, excepcionalmente la aclaración de la misma es procedente cuando existan conceptos o frases que ofrezcan un verdadero motivo de duda.
De la solicitud elevada por la parte demandante se advierte que, formula varias preguntas al Despacho dirigidas a despejar dudas sobre las diferencias existentes entre la Ley 91 de 1989 y el Decreto 1545 de 2013 y su rango de aplicación, normas que regulan la prima de servicios docente, además solicita que se aclaren las consecuencias del reconocimiento efectuado en la sentencia y las posibles pretensiones en un eventual proceso ejecutivo.
En vista de lo anterior, resulta evidente que la solicitud de aclaración interpuesta por la parte demandante es claramente improcedente, como quiera que la misma no va dirigida a que el Despacho aclare un concepto o frase que ofrezca un verdadero motivo de duda que haga procedente la aplicación de esta figura excepcional como lo es la aclaración de la sentencia; toda vez que el párrafo citado de la parte motiva sobre el cual recae la solicitud, es muy claro al indicar que la prima de servicios consagrada en la Ley 91 de 1989 a la que tiene derecho la demandante sólo es procedente hasta el 31 de diciembre de 2013 fecha en la cual entró a regir el Decreto 1545 de 2013 que regula de manera especial dicha prestación económica para el personal docente y directivo docente oficial de las instituciones de preescolar, básica y media, norma que debe aplicarse a partir del 1 de enero de 2014, lo cual quedó igualmente plasmado en la parte resolutiva de la sentencia.
Por consiguiente, por medio de la figura de aclaración de sentencia no es posible pretender que el Juez amplíe el alcance de la decisión o que cambie los motivos en los que se basa la misma, como quiera que ello se convertiría en un nuevo fallo, que compromete los principios de la cosa juzgada y la seguridad jurídica; al respecto ha manifestado la Corte Constitucional:
“Si, por el contrario, so pretexto  de aclarar la sentencia se restringen o  se amplían los alcances  de la decisión, o se cambian los motivos en  que se basa,  se estará en realidad  no ante una aclaración  de un fallo,  sino ante uno nuevo.  Hipótesis esta última  que pugna con el principio  de la cosa  juzgada, y atenta, por lo mismo,  contra la seguridad  jurídica.
 
Además, como toda sentencia tiene que ser motivada, tiene en ella su propia explicación, es completa.
(…) 
“Uno de los principios fundamentales del Derecho Procesal, es el del agotamiento de la competencia funcional del juzgador una vez dictada por este la sentencia con la cual culmina su actividad jurisdiccional, razón esta por la cual, dicha sentencia, como regla general, no es revocable ni reformable por el juez que la pronunció. Sin embargo, el artículo 309 del Código de Procedimiento Civil autoriza la aclaración de las sentencias, de oficio a solicitud de parte, respecto de "los conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella".
 
Conforme a este principio, se aclara lo que ofrece duda, lo que es ambiguo, lo que es susceptible de ocasionar perplejidad en su intelección y, solamente respecto de la parte resolutiva de los fallos o cuando lo expuesto en la parte motiva influye en aquella.  Es decir, mientras esa hipótesis no se encuentre establecida a plenitud, se mantiene incólume la prohibición al juzgador de pronunciarse de nuevo sobre la sentencia ya proferida, pues, se repite, ella es intangible para el juez que la hubiere dictado, a quien le está vedado revocarla o reformarla, aún a pretexto de aclararla.”  
Como consecuencia de lo anterior, la Corte Constitucional, en reiterados autos, ha establecido tres requisitos fundamentales que deben cumplirse concomitantemente para que la solicitud de aclaración pueda considerarse procedente:
 
a.  La solicitud de aclaración de la sentencia es presentada dentro del término de su ejecutoria por una parte con interés en la decisión.
 
b. Tiene fundamento en frases o conceptos que sugieren duda, son ambiguos o confusos para su interpretación.  
 
c. Tales frases o conceptos deben estar contenidos en la parte resolutiva de la sentencia, o en su cuerpo, siempre y cuando influya directamente en ella.”
(Resaltos y subrayas fuera del texto)
De igual forma el Consejo de Estado ha señalado que, la sentencia es inmodificable por el Juez que la profirió toda vez que pierde competencia para volver sobre el asunto que ya fue resuelto, sólo excepcionalmente podrá aclarar la sentencia cuando existan conceptos o frases que constituyan un verdadero motivo de duda y que influyan de manera directa en la parte resolutiva de la sentencia, pero nunca puede implicar un cambio de fondo en la providencia:
“Por regla general y para evitar la inseguridad jurídica, la sentencia es inmodificable por el mismo juez que la dictó, quien, una vez la ha proferido, pierde competencia para volver sobre el asunto por él resuelto, de manera que no tiene la facultad para revocarla ni reformarla y sólo, por excepción, podrá aclararla, corregirla o adicionarla en los estrictos términos en que se regulan dichos supuestos por la ley procesal (artículos 309, 310 y 311 del C. de P. Civil). Aclarar, según ha dicho en forma reiterada la jurisprudencia, en las voces del propio artículo 309 del C. de P. Civil significa explicar conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, siempre que estén presentes en la parte resolutiva de la sentencia o que influyan en ella, “…pero jamás puede implicar cambios de fondo en la providencia…”. Para que sea procedente la aclaración es menester que en ella se encuentren conceptos que presten a interpretaciones diversas o que generen incertidumbre, razón por la cual, si la aclaración se da por solicitud de una de las partes, estará a su cargo la indicación de las frases  o conceptos que ofrezcan verdadero motivo de duda.”

Ahora bien, el apoderado de la parte demandante plantea en el presente caso su inconformidad con un párrafo contenido en la parte considerativa de la sentencia, sobre el cual considera esta Agencia Judicial que no se presenta ningún motivo de duda, dado que dicho aparte de la providencia tiene el alcance que en el mismo se expresa, además atender de manera expresa las inquietudes plasmadas por la parte actora sería volver a efectuar un análisis de fondo sobre el presente asunto y sobre lo cual el juez no se encuentra facultado cuando ya se ha proferido sentencia estimatoria de las pretensiones y máxime cuando sus cuestionamientos no se refieren a algún aspecto incierto o dudoso de la providencia, ya que la parte motiva de la misma es lo suficientemente clara y se ajusta a los parámetros establecidos por la Ley y la Jurisprudencia vigente.
Por lo anterior, se puede inferir que la intención de la parte actora es que se modifique la sentencia y se altere el texto contenido en la misma, porque se encuentra en desacuerdo con él y no porque tenga dudas sobre su alcance, razón por la cual no se reúnen los requisitos para aclarar la sentencia, toda vez que en la parte motiva no existe pronunciamiento alguno que ofrezca duda.
En consecuencia, si la parte demandante no se encuentra de acuerdo con la decisión de fondo tomada por el Despacho en el presente proceso, lo procedente es interponer los recursos procedentes frente a dicha providencia y no una solicitud de aclaración de sentencia, como antes se explicó.
Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO SEPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLIN,
RESUELVE:

1º. NEGAR la solicitud de aclaración de sentencia presentada por la parte demandante, de conformidad con las consideraciones antes expuestas.
2º.  Una vez en firme la presente decisión, continuar con el trámite ordinario del proceso.
NOTIFÍQUESE.

BEATRÍZ STELLA GAVIRIA CARDONA

Juez.
P.

	 NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

JUZGADO SÉPTIMO  ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN

CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADOS el auto anterior 

Medellín,  _________________. Fijado a las 8:00 a.m. 
___________________________ 

Secretario (a) 
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